REUNIÓN DE LA COMISIÓN LEGISLATIVA DE PROCURACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA DE LA H. LXI LEGISLATURA DEL ESTADO DE MÉXICO.

Celebrada el día 20 de septiembre del 2023.

PRESIDENCIA DEL DIPUTADO GERARDO ULLOA PÉREZ. 

PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Saludo a las diputadas y diputados de la Comisión Legislativa de Procuración y Administración de Justicia y les expreso mi reconocimiento por su actitud comprometida con estos trabajos.
Doy la bienvenida a quienes se encuentran el recinto y en las redes sociales.
La reunión, en modalidad mixta, atiende el artículo 40 Bis del (inaudible).
Para la validez de la reunión, pido a la Secretaría verifique el quórum. Por favor, diputado Rigoberto Vargas Cervantes, si eres tan amable.
SECRETARIO DIP. RIGOBERTO VARGAS CERVANTES. Con mucho gusto, diputado Presidente, pase de lista para las diputadas y los diputados. 
(Registro de asistencia)
SECRETARIO DIP. RIGOBERTO VARGAS CERVANTES. Se encuentra integrado el quórum, por lo que procede abrir la reunión, diputado Presidente.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Gracias, diputado Secretario.
Se declara la existencia del quórum y se abre la reunión de la Comisión Legislativa de Procuración y Administración de Justicia, siendo las trece horas con veinticuatro minutos del día miércoles veinte de septiembre del año dos mil veintitrés.
	Consecuente con el artículo 16 del Reglamento de este Poder Legislativo, la reunión es pública.
Por favor, Secretario, mencione la propuesta del orden del día.
SECRETARIO DIP. RIGOBERTO VARGAS CERVANTES. Con mucho gusto, diputado Presidente. La propuesta del orden del día es la siguiente:
1. Análisis de la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 227 Bis y se adiciona la fracción XVI del artículo 335, ambos del Código Penal del Estado de México, presentado por la diputada Luz Ma. Hernández Bermúdez, en nombre del Grupo Parlamentario del Partido morena.
2. Clausura de la reunión.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Pido a quienes estén de acuerdo en que la propuesta que han mencionado la Secretaría sea aprobada con el carácter del orden del día, se sirvan levantar la mano. ¿En contra? ¿En abstención?
	Adelante, diputado Secretario.
SECRETARIO DIP. RIGOBERTO VARGAS CERVANTES. Diputado Presidente, la propuesta ha sido aprobada por unanimidad de votos.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Gracias, diputado.
De acuerdo con el punto 1, iniciamos el análisis de la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 227 Bis y se adiciona la fracción XVI del artículo 335, ambos del Código Penal del Estado de México, presentado por la diputada Luz María Hernández Bermúdez, en nombre del Grupo Parlamentario del Partido morena.
	La Secretaría leerá la exposición de motivos.
SECRETARIO DIP. RIGOBERTO VARGAS CERVANTES. Con mucho gusto, diputado Presidente. 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Mediante Decreto número 284, publicado en el Periódico Oficial Gaceta del Gobierno del Estado de México, el 16 de agosto de 2021 se creó el artículo 227 Bis del Código Penal del Estado de México, que señala textualmente:
	Artículo 227 Bis. De los supuestos autorizados por la ley, audiograbe, comercialice, comparta, difunda, distribuya, entregue, exponga, envíe, filme, fotografíe, intercambie, oferte, publique, remita, produzca, revele, transmita o videograbe imágenes, audios, videos o documentos de cadáveres o parte de ellos, se encuentran relacionados con (inaudible), de las circunstancias de la muerte, de tres a seis años de prisión y multa por un importe equivalente de 50 a 100 veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización. Tratándose de imágenes, audios o videos de cadáveres de mujeres, niñas o adolescentes, de las circunstancias de su muerte, de las lesiones o estado de salud, las penas previstas en este artículo se incrementarán hasta en una mitad. Cuando el delito sea cometido por persona servidora pública integrante de cualquier institución de seguridad pública o de impartición o procuración de justicia, las penas previstas se incrementarán hasta en una tercera parte.
	A criterio de esta Legislatura mexiquense, el presente artículo contemplaba el delito de utilización indebida de información contenida en una investigación de carácter penal, a través del cual se busca sancionar a servidores públicos, especialmente de procuración y administración de justicia, que hagan uso de documentación relacionada con cadáveres de víctimas, lesiones que presenten o circunstancias de su muerte.
	La Comisión Nacional de Derechos Humanos tilda de inconstitucional la norma anterior señalada, por considerarla contraria a los parámetros de regularidad de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que trasgrede el derecho humano a la seguridad jurídica, así como a los principios de legalidad en su vertiente de taxatividad de mínima intervención, ambos en materia penal, además de que produce un efecto inhíbrido de la libertad fundamental de expresión, demandando estos supuestos a través de la acción de inconstitucionalidad 136/2021 ante el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
Por lo que respecta a la seguridad jurídica y al principio de legalidad en su vertiente de taxatividad, el referido organismo constitucional autónomo argumenta que el tipo penal no establece específicamente el objeto de prohibición y la disposición combatida no exige la intencionalidad dolosa de la comisión de la conducta atípica ni la generalización de un daño, lo que implica sancionar por la vía penal a las personas por hechos que no deberían ser castigadas, por lo que la descripción típica prevista en la norma controvertida produce la autocensura de las personas ante el miedo que puedan ser sancionadas penalmente al compartir o difundir documentos, imágenes o audios de hechos noticiosos que se encuentran relacionados con una investigación penal.
	En ese sentido, a la decisión de sancionar con una pena que implique la perdida de libertad, este organismo autónomo le considera un recurso extremo al que solo puede acudir el Estado para reprimir un comportamiento que afecte los intereses sociales al principio de mínima intervención, razón por la cual lo reconoce igualmente violentado.
	En lo que respecta al derecho a la libertad de expresión, establece que la libre manifestación y el flujo de información, ideas y opiniones ha sido erigida como condición indispensable de prácticamente todas las demás formas de libertad para evitar el control del pensamiento, garantía de la autonomía y autorrealización de la persona, además de considerar que cuando la libertad de expresión en una persona es restringida ilegalmente, no es solo el derecho de esa persona que está violentando, sino también el derecho de los demás de recibir información de ideas. Lo anterior, en atención a que no se debe limitar la emisión de pensamiento y la recepción de información.
Pariendo de los conceptos de invalidez planteados por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se desprende que tal y como ese organismo autónomo tiene como objeto esencial dar protección a las personas más necesitadas y velar por la salvaguarda de sus derechos humanos, de igual forma este Poder Legislativo busca garantizar una vida libre de violencia a las mujeres, las niñas y los niños, además de ser conscientes de que es condición sine qua non la expedición de normas claras y precisas que sean comprendidas por los destinatarios para evitar la arbitrariedad por parte de la autoridad. Por ello, es relevante señalar que la única intención de esta autoridad legislativa al expedir la norma combativa fue y será proteger a las víctimas a través de tipos penales que condenen el uso indebido de información referida.
Tal situación es acorde con el primer antecedente que se tiene de la norma impugnada (inaudible). La Ley Ingrid surge a raíz de la difusión indebida en redes sociales y medios de comunicación de las imágenes de un feminicidio ocurrido en febrero del 2020 (inaudible), masiva del cuerpo de Ingrid mutilado conmocionó a la sociedad que, indignada, exigió que pararan las filtraciones del expediente de la Fiscalía.
La Ley Ingrid, al igual de la Ley Olimpia, no se refiere a una ley como tal, sino a un conjunto de reformas legislativas que buscan evitar la exposición de las personas ante los medios para proteger la intimidad y dignidad de las víctimas, sus familiares, combatir la violencia mediática de género y normalización, sancionando a las personas y servidores públicos que realicen dichas conductas.
La finalidad de esa iniciativa era de contribuir a garantizar los derechos humanos establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en las leyes de que ellas emanen y en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte en materia de protección de víctimas de homicidio doloso y feminicidio, así como el pleno acceso a la justicia, tales como los establecidos en respeto irrestricto a los derechos humanos,  de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, el que deberán prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a derechos humanos.
Derecho a la justicia. Artículo 17 párrafo segundo: Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que están expedidos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial.
Es de destacarse que derivado de este lamentable suceso es que diversos Congresos estatales, como el de Aguascalientes, Ciudad de México, Oaxaca, Morelos y Estado de México, establecieron reformas legislativas en su respectivos Códigos Penales que tipificarían como delito de difusión indebida la información que forme parte de una investigación penal, planteando agravantes cuando la víctima se tratare de mujeres, niñas, niños, adolescentes o alguna persona en situación de vulnerabilidad, conocida como Ley Ingrid.
A mayor abundamiento, se señalan las siguientes reformas a Códigos Penales locales:
Reforma al Código Penal de Aguascalientes. El 7 de noviembre del 2022, en el periodo oficial del Gobierno Constitucional del Estado de Aguascalientes se publicó el decreto que reforma el artículo 183 del Código Penal para el Estado de Aguascalientes, estableciendo que:
VI. Fotografiar o videografíar, así como difundir o permitir la difusión, por cualquier medio, de las imágenes de videos de uno o más cadáveres, restos humanos, documentos o datos que permitan su identificación sin la autorización de los ofendidos o autoridad competente. Al responsable de las conductas descritas en este artículo se le aplicarán seis meses a tres años de prisión y de 15 a 50 días de multa, al pago total de la reparación de los daños y perjuicios ocasionados.
Reforma al Código Penal de la Ciudad de México. El 26 de febrero de 2021 se publicó en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el decreto por el que se adiciona un artículo 293 Quater al Código Penal para el Distrito Federal con la siguiente redacción:
Artículo 293 Quater. Se impondrán de dos a seis años de prisión y una multa de 500 a mil Unidades de Medida y Actualización a persona servidora pública que de forma indebida difunda, entregue, revele, publique, transmita, exponga, remita, distribuya, videograbe, audiograbe, fotografíe, filme, reproduzca, comercialice, oferte, intercambie o comparta imágenes, audios, videos, información reservada, documentos de lugar de los hechos o del hallazgo, indicios, evidencias, sujetos, instrumentos relacionados con el procedimiento penal o productos con uno o varios hechos señalados por la ley como delitos. Las sanciones previstas en el artículo anterior aumentarán en una tercera parte si la información que se difunde, uno, sea con el fin de menoscabar la dignidad de las víctimas o de sus familiares, tratare de cadáveres de mujeres, niñas o adolescentes, sea de las circunstancias de su muerte, de las lesiones, del estado de salud de la víctima.
Reforma al Código Penal del Estado de Oaxaca. El 27 de marzo de 2021 se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno Constitucional del Estado de Oaxaca el Decreto número 2 388 por el que se adiciona la fracción VII y se reforma el párrafo tercero del artículo 207 del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Oaxaca, con la siguiente redacción:
Artículo 207. Comete el delito de ejercicio ilícito de servidor público el servidor público que: 
VII. Difunda, entregue, revele, publique, transmita, exponga, remita, distribuya, videograbe, audiograbe, intercambie o comparta imágenes, documentos, audios o videograbe del lugar de los hechos del hallazgo, indicios, evidencias, objeto de cadáveres, parte de ellos o de las circunstancias de su muerte, de las lesiones o estado de salud de personas, mujeres, niñas, niños, adolescentes, de la comunidad lésbico, gay, bisexual, travesti, transgénero, transexual, intersexual o de instrumentos relacionados con el hecho que la ley señale como delito. Al infractor de las fracciones III, IV, V, VI y VII se le impondrán de dos a siete años de prisión y de 30 a 150 días de multa.
Reforma al Código Penal del Estado de Morelos, publicado en el Periódico Oficial Tierra y Libertad número 61 70S en fecha 16 de febrero de 2023, a través del cual se le adiciona el Capítulo IV, denominado “Difusión de fotografías, imágenes, videos o audiograbaciones” al Título Décimo Primero, pertenecientes al Libro Segundo, así como al artículo 212 Quintus, que establece lo siguiente:
Artículo 212 Quintus. Se le impondrá de uno a tres años de prisión y multa de 30 a 30 veces el valor del diario de la Unidad de Medida y Actualización en el momento de cometerse el delito a los servidores públicos de protección civil, seguridad pública, Fiscalía General de Justicia, Tribunal Superior de Justicia o cualquier otro que por su trabajo tengan acceso a la información de un hecho delictivo que indebidamente, por sí o interpósita persona, difundan, transmitan, publiquen, expongan, remitan, distribuyan, videograben, audiograben, filmen, reproduzcan, comercialicen, oferten, intercambien o compartan imágenes, audios, videos, documentos relacionados con objetos, indicios, evidencias, hallazgos, instrumentos vinculados a un procedimiento penal o una investigación relacionada con un hecho delictivo. Se impondrán hasta una mitad más a las sanciones previstas en el párrafo anterior cuando el delito descrito en este artículo involucre víctimas a mujeres, niñas, adolescentes o alguna persona en situación de vulnerabilidad.
	Como se puede observar, en las reformas antes planteadas los Congresos locales coinciden en que la actividad ilícita es cometida por servidores públicos; por lo tanto, se encuentra catalogada como ejercicio ilícito de servicio público, delitos en contra de la procuración de justicia y ejercicio indebido de la función pública. No obstante, difieren de un alto grado en cuanto a la persona en contra de quienes cometan el acto con la mínima prisión de seis meses y máxima de tres años y multa de mil 556 pesos a 5 mil 187 pesos, para el caso del Estado de Aguascalientes, que compara con la penalidad establecida en el Código Penal de la Ciudad de México, de dos a siete años de prisión y multa de 51 mil 870 pesos a 103 mil 740 pesos.
	En opinión de esta legisladora, con excepción de la legislación de la Ciudad de México, las penas antes descritas no representan una efectiva medida de prevención en el cometimiento del delito ni abordan la problemática desde una óptica integral, tomando en cuenta la existencia de un negocio inmoral que lucra con el morbo de la sociedad a costa del dolor de los familiares de las víctimas, convirtiéndolas en víctimas indirectas al ofrecer, distribuir y comercializar imágenes y videos de cadáveres, en ocasiones pertenecientes a mujeres, a niñas, niños y adolescentes, mismas que aparecen en el portal de medios impresos, a la vista del público e incluso en redes sociales, mucho menos cumple con el objetivo de garantizar el acceso a la justicia y reparación integral del daño de las víctimas indirectas a terceros afectados.
	Es importante enfatizar lo siguiente:
	1. El bien jurídico tutelado no sólo debe ser la integridad y confidencialidad del contenido de la carpeta de investigación, sino la dignidad póstuma de quienes pierden la vida, sin importar las circunstancias de la muerte, así como la dignidad de sus familias.
	2. La actividad antes descrita no solo involucra a servidores públicos, pues existe como en todo negocio un oferente y un demandante que paga por obtener la información y/o material, o simplemente la puede generar cualquier ciudadano, como en el caso de los fotógrafos, reporteros e incluso influencers, y difundirla escudándose en la libertad de expresión, sin ningún tipo de control o límite, aun tratándose de cadáveres de infantes.
	Uno de los objetivos principales de comercializar o difundir imágenes de cadáveres precisamente es el lucro, ya que en el mercado mediático el material bibliográfico puede alcanzar valores superiores a los 100 mil pesos, lo cual no se compara con la multa mínima de mil 556 pesos.
	En otro orden de ideas, la sentencia de la ya mencionada acción de inconstitucionalidad nos brinda la oportunidad de hacer uso de los criterios vertidos por el Pleno de ese Alto Tribunal, para estar en aptitud de perfeccionar esta iniciativa. Partiendo de ello, vale la pena tomar en cuenta lo externado en el debate por la Señora Ministra de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Loretta Ortiz Ahlf. Bajo las razones expresadas, señala que de cuatro iniciativas relacionadas en conjunto, hay un consenso de que en el tipo penal se agrava cuando es cometido por personas servidoras públicas o dedicas a la impartición de justicia. Por ello, subraya que los conceptos de invalidez relativos a la expresión “al que” resulten fundados, en razón de que cualquier persona puede ser sancionada por la remisión de las correspondientes conductas típicas, con la diferencia de que esta conducta realizada por las personas servidoras públicas es considerada con un mayor reproche por las funciones que desempeñan. 
	En el mismo sentido, la señora Ministra Ríos Farjat señala que la expresión normativa fuera de los supuestos autorizados por la ley es acertada, derivado de que el actuar de dichos servidores públicos de debe ser congruente con lo que los ordenamientos legales expresamente les autorizan, especialmente en cuanto a su obligación de proteger la información y los datos personales que están bajo su custodia. 
	Lo anterior también se aprecia en las observaciones que esta Legislatura local hiciera a la reforma del Código Penal del Estado de Morelos señalada en los párrafos anteriores, derivado de que en la misma no toman en cuenta que cuando el ilícito sea cometido por servidores públicos de protección civil, seguridad pública, Fiscalía General de Justicia, Tribunal Superior de Justicia, estos tienen la obligación de proteger la información y los datos personales que estén bajo su custodia.
	Continúa la Señora Ministra Loretta Ortiz Ahlf. Señala que el uso del vocablo “al que” era inconstitucional; sin embargo, no estimó que dicho criterio sea aplicable al caso concreto, toda vez que el tipo que ahora analizamos sí prevé como sujeto activo a cualquier persona, lo que refuerza el hecho de que el Código Penal del Estado de México contempla al menos 50 delitos que utilizan dicha locución. 
	En ese orden de ideas, la Señora Ministra Ortiz Ahlf considera que la medida persigue una finalidad inconstitucional válida, ya que el principio objetivo de la norma controvertida es sancionar conductas que con dolo vulneren la integridad de las víctimas y de sus familiares a partir del uso de documentos que lesionen su dignidad y privacidad, las cuales deben ser protegidas y respetadas como uno de los ejes de actuación del Estado Mexicano, garantizando así los derechos de todas las personas, pero especialmente de las niñas, niños, adolescentes y mujeres.
	Asimismo, continúa su apreciación al señalar que se debe tomar en cuenta que existe una relación instrumental clara entre el medio y el fin constitucional que persigue. Lo anterior, en razón de que la norma impugnada es apta para sancionar a quienes realicen acciones que violenten derechos de las víctimas y combatir la violencia mediática de género, con lo que se garantiza un trato digno a las víctimas y a sus familiares. Lo anterior, tal y como fue reconocido en la acción de inconstitucionalidad 306/2020, de la que se desprende que el derecho penal se rige por el principio de mínima intervención. Lo cierto es que es el mismo resulta válido cuando su finalidad es la protección de los bienes jurídicos más importantes, cuya tutela no puede alcanzarse a través de otros medios menos lesivos. 
	Esta Legislatura local es coincidente con lo expresado en líneas anteriores de la Señora Ministra Loretta Ortiz Ahlf, al señalar que el tipo penal debe ser analizado a partir de un contexto en el que el manejo de la información privada de las víctimas no ha podido ser protegida con las con las medidas de otra índole ya existente; sobre todo, considerando que la norma es apta para sancionar a quienes realicen esta acción de manera dolosa, por lo que se deben emplear medidas más drásticas, puesto que existe violencia cuya consecuencia es la reproducción de estereotipos que perpetúan la violencia y agresiones en nuestro País.
	Al respecto, también dan a conocer en el Manual Urgente para la Cobertura de Violencia contra las Mujeres y Feminicidios en México, emitido por la Oficina de las Naciones Unidas, reconoce que la filtración de imágenes del cuerpo de víctimas de feminicidio tiene diversas consecuencias legales no solo para el servidor público que filtre la información, sino también para los medios de comunicación que las difunden masivamente. Ello, dada la incidencia que tienen la prensa en la opinión pública y, en consecuencia, la importancia de transformar las narrativas que subsisten en diversos medios de comunicación, a efecto de abordar los casos de violencia contra las mujeres y las niñas con una perspectiva de género y de derechos humanos. Al respecto, el derecho a la libertad de expresión es de considerarse que la norma impugnada es proporcional al fin constitucional que persigue el tipo penal analizado.
Finalmente, señala que no debe de perderse de vista el contexto tan alarmante de violencia contra las mujeres y niñas que se vive en nuestro País, particularmente en aquellos estados y municipios en los que prevalecen las mayores tasas de feminicidio. Basta mencionar que de conformidad con los últimos datos publicados en el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, la tendencia nacional en 2022 significó un total de 948 presuntos delitos de feminicidio, y tan solo de enero de este año se han registrado 68 ilícitos de esta naturaleza.
De la transcripción que antecede, se advierte de manera general la clara intención del Legislador mexiquense de castigar la difusión de material que victimice y atente contra la dignidad de las personas, dignidad de las víctimas, así como establecer medidas que protejan la dignidad póstuma de las niñas, niños, adolescentes y mujeres.  
De igual forma, la Señora Ministra Ortiz Ahlf señala que mostrar los cadáveres como se muestran es lesivo a los derechos, y no solamente lo ha señalado a la Corte Interamericana, también la Corte Internacional de Justicia. Nadie les está prohibiendo la libertad de expresión, sencillamente no exponer las fotografías como las exponen y que además no lleguen, pues redactan sus artículos sin exponer de esa manera los cadáveres.
Asimismo, menciona que en aquellos casos en que se estudian tipos penales que pueden implicar restricciones al derecho de libertad de la expresión, resulta aplicable el test de la Corte Interamericana de Derechos Humanos empleado en los casos como Kaqchikel contra Guatemala, en el cual establece que las responsabilidades ulteriores por el ejercicio de la libertad de expresión deben cumplir con los siguientes requisitos de forma concurrente: primero, estar previamente fijadas por ley en sentido formal y material; segundo, responder a un objetivo permitido por la convención; tercero, ser necesarias en una sociedad democrática, para lo cual deben cumplir con los requisitos de idoneidad, mecidad y proporcionalidad.
Aunado a lo expresado, a lo expuesto, es importante mencionar que no obstante que el derecho a la intimidad y la imagen pública no se encuentra mencionado expresamente en la Constitución Política, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada con número de registro 2003844, se pronunció al respecto del tema comentándolo señalando lo siguiente: derechos al honor, a la intimidad y a la propia imagen constituyen derechos humanos que se protegen a través del actual marco constitucional. En casos en los que se involucra posible afectación por daño moral de un atributo de la personalidad en su vertiente del derecho al honor, debe aplicarse la tutela y protección consagrada en los principios reconocidos al efecto en nuestra Carta Magna, con la independencia de que no exista una referencia expresada en el texto constitucional hacia la salvaguarda concreta del citado atributo, pues la obligación de protección derivada de disposiciones contenidas en dos tipos de ordenamientos superiores, Constitución y tratados internacionales con los que cuenta el Estado Mexicano. 
De acuerdo a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la invasión a la intimidad debe justificarse de acuerdo a la importancia de la información en caso de ser interés público, bajo una óptica valorativa estableciendo lo siguiente: solo sería de interés público la información que realice una contribución meritoria del interés general de acuerdo con algún criterio de valoración. Desde este enfoque, la decisión sobre qué aspectos deben considerarse para estimar el mérito o valor de una información correspondería primordialmente a los jueces que resolverían los litigios sobre este tipo de conflictos y no a los medios de comunicación, que en muchas ocasiones suelen regirse por criterios de competitividad y mercado que no garantizan por sí mismos una selección adecuada de la información que debe trasladarse al público.
Aunado a lo anterior, la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública establece en su artículo 113 fracción XII que se considera como información reservada aquella que se encuentra contenida dentro de las investigaciones de hechos que la ley señale como delitos y se transmiten ante el Ministerio Público.
Por su parte, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados establece en su artículo 3 fracciones IX y X, dispone que los datos personales son cualquier información concerniente a una persona física identificada o identificable. Se considera que una persona es identificable cuando su identidad puede determinarse directa e indirectamente a través de cualquier información. Y los datos personales sensibles, aquellos que se refieren a la esfera más íntima de su titular o cuya utilización indebida pueda dar origen a discriminación o conlleve un riesgo para este. De manera enunciativa más no limitativa, se consideran sensibles los datos de personas que puedan revelar aspectos como origen racial o étnico; estado de salud presente o futuro; información genética; creencias religiosas, filosóficas y morales; opiniones políticas, y preferencia sexual. 
La Declaración Universal de los Derechos Humanos contempla de forma explícita, en su artículo 12, que nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación, y que toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o ataques. Adicionalmente, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en el artículo 17, observa, en igualdad de condiciones, que todas las personas tienen el derecho a no ser objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, así como ataques a su honra y reputación. 
La Convención Americana de Derechos Humanos y la Protección de la Honra de la de la Dignidad. Esta convención es muy clara en el sentido de que toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad, estableciendo incluso que la extensión abarca tanto la vida privada como de la familia, domicilio o correspondencia, como a continuación se muestra:
Artículo 11. Protección de la honra y de la dignidad. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 
II. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada en su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra estas injerencias o esos ataques. 
En virtud de anterior, y en claro cumplimiento al mandato legislativo, resulta evidente la imperiosa necesidad por parte de este Congreso local de salvaguardar la dignidad y honra póstumas de toda persona que pierde la vida, así como garantizar el acceso a la justicia a terceros debido a prácticas ilícitas cometidas tanto por servidores públicos como por ciudadanos.
Por ende, nuestra propuesta atiende a lo observado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, eliminando la taxatividad que prevalecía en la redacción ya invalidada, reincorporando el artículo 227 Bis y adicionando a la fracción XVI del artículo 335 correspondiente al delito abuso de autoridad, ambos del Código Penal del Estado de México, por lo que con el propósito de que se advierta fácilmente la propuesta planteada es que se le presenta el siguiente cuadro comparativo: 
El cuadro comparativo habla del Código Penal del Estado de México y dice:
Texto original invalidado (lo leo). 
Artículo 227 Bis. Al que por cualquier medio y fuera de los supuestos autorizados por la ley audiograbe. comercialice, compare, difunda, distribuya, entregue, exponga, envíe, filme, fotografíe, intercambie, oferte, publique, remita, reproduzca, revele, transmita o videograbe imágenes, audios, videos o documentos de cadáveres o parte de ellos, se encuentren relacionados con una investigación penal, de las circunstancias de la muerte o de las lesiones que estos presenten, se le impondrá de tres a seis años de prisión y multa por un importe equivalente de 50 a 100 veces de valor diario de la Unidad de Medida y Actualización. Tratándose de imágenes, audios o videos de cadáveres de mujeres, niñas, adolescentes, de la circunstancia de su muerte, de las lesiones, del estado de salud, las penas previstas de este artículo se incrementarán hasta en una mitad. Cuando el delito sea cometido por persona servidora pública, integrante de cualquier institución de seguridad pública o de procuración de justicia, las penas previstas se incrementarán hasta en una tercera parte.
Texto propuesto:
	Artículo 227 Bis. A la persona que sin tratarse de programas preventivos, educativos o informativos que diseñen e impartan las instituciones públicas, privadas o sociales que tengan por objeto la educación, difundan, entreguen, revelen, publiquen, transmitan, expongan, remitan, distribuyan, videograben, fotografíen, filmen, reproduzcan, comercialicen, oferten, intercambien o compartan imágenes relacionadas con cadáveres de personas en menoscabo de la dignidad póstuma de quien fuera en vida o de sus familiares, se le impondrán de cuatro a ocho años de prisión y multa de 500 a mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización y la reparación integral del daño.
	De las sanciones previstas en el párrafo anterior, se impondrán hasta una tercera parte más cuando el delito descrito en este artículo se involucre como víctimas a mujeres, niñas, niños, adolescentes y alguna persona en situación de vulnerabilidad.
	Código Penal del Estado de México.
Artículo 335. 
Texto Propuesto:
	XVI. Se le impondrán de tres a siete años de prisión y multa de 300 a 800 veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización en el momento de cometerse el delito a los servidores públicos de protección civil, seguridad pública, Fiscalía General de Justicia y el Tribunal Superior de Justicia, o cualquier otro que por su trabajo tengan acceso a la información de un hecho delictivo que indebidamente, por sí o interpósita persona, difundan, transmitan, publiquen, expongan, remitan, distribuyan, videograben, audiograben, filmen, reproduzcan, comercialicen, oferten, intercambien o compartan imágenes o audio, videos, documentos relacionados con objetos de indicios, evidencias, hallazgos, instrumentos vinculados a un procedimiento penal o a una investigación relacionados con un hecho delictivo. Se impondrá hasta una mitad más a las sanciones previstas en el párrafo anterior cuando el delito descrito en este artículo involucre como víctimas a mujeres, niñas, niños y adolescentes o alguna persona en situación de vulnerabilidad.
Atentamente, Luz Ma. Hernández Bermúdez, representante, Grupo Parlamentario Morena. Y las compañeras del Grupo Parlamentario de morena Anaís Burgos Hernández, diputado Adrián Manuel Juárez Galicia, Manuel Galicia Salceda, diputada Elba Aldana Duarte, diputada Azucena Cisneros Coss y, si no me equivoco, los integrantes del Grupo Parlamentario de morena en su conjunto.
LA HONORABLE LXI LEGISLATURA
DECRETA:
ÚNICO. Se reforma en el artículo 227 Bis y se adiciona la fracción XVI del artículo 335, ambos del Código Penal del Estado de México, para quedar como sigue:
	Artículo 227. A la persona que sin tratarse de programas preventivos, educativos o informativos que diseñen o impartan las instituciones públicas, privadas, o sociales que tengan por objeto la educación, difundan, entreguen… (inaudible), expongan, remitan, distribuyan, videograben, intercambien o compartan imágenes relacionadas con cadáveres en vida o de familiares se impondrán de cuatro a ocho años de prisión y multa de 500 a mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización y la reparación integral del daño. De las sanciones previstas en el párrafo anterior se impondrá (inaudible) una tercera parte más en el delito descrito (inaudible) niñas, niños, adolescentes o alguna persona en situación de vulnerabilidad.
	Artículo 375. Se le impondrá de tres a siete años de prisión y multa de 300 a 800 veces el valor diario de la Unidad de Medida de Actualización en el momento de cometerse el delito a los servidores públicos de protección civil, seguridad pública, Fiscalía General de Justicia, Tribunal Superior de Justicia o cualquier otro que por su trabajo tengan acceso a la información de un hecho delictivo que indebidamente, por sí o por interpósita persona, difundan, transmitan, publiquen, expongan, remitan, distribuyan, videograben, audiograben, filmen, reproduzcan, comercialicen, oferten, intercambien o compartan imágenes, audios, videos, documentos relacionados con objetos, indicios, evidencias, hallazgos, instrumentos vinculados a un procedimiento penal o a una investigación relacionada con un hecho delictivo.
Se impondrá hasta una mitad más a las sanciones previstas en el párrafo anterior cuando el delito descrito en este artículo involucre como víctimas a niñas, mujeres, niños, adolescentes o algunas personas en situación de vulnerabilidad.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
ARTÍCULO PRIMERO. Publíquese el decreto en el Periódico Oficial Gaceta del Gobierno del Estado de México.
[bookmark: _GoBack]ARTÍCULO SEGUNDO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial Gaceta del Gobierno.
	Lo tendrá entendido el Gobernador del Estado de México, haciendo que se publique y se cumpla.
	Dado en el palacio Legislativo, en la ciudad de Toluca, capital del Estado de México, a los seis días del mes de julio del año dos mil veintitrés.
	Es cuanto, diputado Presidente.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Gracias, diputado Rigoberto.
	Está en línea la diputada Luz María, que es la proponente. No sé si aún esté en línea, si me escucha. Si no fuera así, pregunto si alguna diputada o diputado desea hacer uso de la palabra. Por aquí tenemos un comentario del Grupo Parlamentario del Verde, por lo cual le damos el uso de la palabra… Ah, perdón, perdón. ¿Diputada Luz Ma., desea hacer uso de la palabra?
DIP. LUZ MA. HERNÁNDEZ BERMÚDEZ. ¿Me escuchan?
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Sí, la escuchamos.
	¿Diputada Luz Ma., desea hacer uso de la palabra? Diputada María Luisa, sí aquí tengo un comentario, permítame tantito para darle la palabra. Ahorita escuchamos a la diputada Luz María, a ver si es posible escucharla. ¿Diputada Luz María, nos escucha? ¿Diputada Luz María Hernández, nos escucha? No es posible escucharla. Entonces, ¿nos escucha la diputada María Luisa Mendoza Mondragón?
DIP. MARÍA LUISA MENDOZA MONDRAGÓN. Sí, gracias diputado, si me permite, quisiera hacer un comentario.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Adelante, diputada.
DIP. MARÍA LUISA MENDOZA MONDRAGÓN. Gracias, diputado.
	Ingresamos un oficio, el Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista, en razón a que el 8 de noviembre del 2022 presentamos una iniciativa que justo coincide con la iniciativa que está presentando la diputada Luz Ma. Hernández, por supuesto, que fue presentada el 6 del séptimo mes del 2023.
Sin embargo, el comentario lo hago porque pediría se pudieran analizar de manera conjunta, en virtud que de acuerdo a lo expuesto de manera contundente en la exposición de motivos de la iniciativa de la diputada Luz Ma., que da origen a la Ley Ingrid, en la pauta de la multicidad de que se estableció en el 2020 y en las recomendaciones que establece la Comisión de Derechos Humanos, justo es el deber de esta Legislatura la protección, la integridad y, por supuesto, el respeto a la privacidad de quienes representan los pilares de los derechos fundamentales del ser humano. Y es esta Ley Ingrid la que se genera para dar pauta a que puedan ser cuidados y protegidos los derechos de aquellas víctimas, como son mujeres, como son niñas, que han sido víctimas de algún delito para que se pueda omitir que se penalice la captura, la distribución o material audiovisual de cadáveres que se encuentran vinculados a una investigación, homologándolas con las contempladas y las incorporadas por el Código Penal Federal.
Por eso es que, aun cuando nuestras coincidencias son en el tema del artículo 227 Bis, que tiene que ver con la penalidad, también ponemos un concepto que refiere a las personas con discapacidad. Por eso es que solicito a esta comisión pueda considerar el estudio de manera conjunta en virtud de que se trata de el mismo tema y se trata del mismo artículo que de esta de manera muy contundente la diputada Luz Ma. está exponiendo.
Por eso es que ese es mi comentario y solicitud, por supuesto, ya se lo hice llegar a esta Mesa de Trabajo por escrito.
Muchas gracias, diputada.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Gracias, diputada, sí le escuchamos perfectamente su petición.
Si nos permite, vamos a escuchar… ¿Nos escucha la diputada Luz María? ¿Diputada Luz María, nos escuchas? ¿Alguna otra diputada o diputado que desea hacer uso de la palabra? ¿Diputada Luz María, nos escuchas?
DIP. LUZ MA. HERNÁNDEZ BERMÚDEZ. Buenas tardes, ¿ya me escuchan?
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Sí, te escuchamos, diputada.
DIP. LUZ MA. HERNÁNDEZ BERMÚDEZ. Buenas tardes, perdón, traía mala señal.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Adelante, diputada.
DIP. LUZ MA. HERNÁNDEZ BERMÚDEZ. Muchas gracias. Agradezco a la Comisión de Procuración y Administración de Justicia, al Presidente y a todos sus miembros, por haber atendido esta iniciativa y, por supuesto, también agradecer a la diputada María Luisa su gran aportación.
Diputadas y diputados de la LXI Legislatura:
La iniciativa con proyecto de decreto que someto a su consideración tiene un propósito fundamental: castigar la difusión de material que revictimice y atente contra la dignidad de las víctimas, así como establecer medidas que protejan la dignidad póstuma de las niñas, niños, adolescentes y mujeres.
Partiremos del hecho que en el primer antecedente que se tiene de la creación del artículo 227 Bis del Código Penal del Estado de México se deriva la Ley Ingrid, la cual surgió a raíz de la difusión indebida en las redes sociales y medios de comunicación de las imágenes de un feminicidio ocurrido en febrero de 2020, por la divulgación masiva del cuerpo mutilado de Ingrid, que conmovió a la sociedad que exigió que pararan las imágenes.
Este artículo contempla el delito de utilización indebida de información contenida en la investigación de carácter penal, que sanciona a servidores públicos de procuración y administración de justicia por hacer uso indebido de material relacionado con cadáveres de víctimas.
La Comisión Nacional de Derechos Humanos consideró contraria la norma por creer que transgredía al derecho humano a la seguridad jurídica, a los principios de legalidad y a la libertad de expresión, demandando estos supuestos ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de la acción de inconstitucionalidad 136/2021. Derivado de esto, la Ministra Loretta Ortiz, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, resaltó, en base a las expresiones señaladas en la norma impugnada que se debate, el tipo penal se agrava cuando es cometido por personas servidoras públicas dedicadas a la impartición de justicia, por ello la expresión “al que” resulta fundada. La expresión fuera de los supuestos autorizados por la ley es aceptada, derivado de que los servidores públicos están obligados a proteger la información de los datos de personas que están bajo su custodia.
3. La expresión “al que” es aplicable en razón de que se prevé que la norma controvertida es sancionar conductas que con dolo vulneren la integridad de las víctimas y de sus familiares. No debemos perder de vista el contexto tan alarmante de violencia contra las mujeres y niñas que se vive en nuestro País, en donde prevalecen las mayores tasas de feminicidio.
	Cuarto. Con respecto a la libertad de expresión, señala que no se les está prohibiendo, simplemente no deben de exponer estas fotografías como lo hacen y que además pueden redactar sus artículos sin exponer de esa manera a los cadáveres.
	En virtud de lo anterior, y en claro cumplimiento al mandato legislativo, resulta evidente la imperiosa necesidad, por parte del Poder Legislativo del Estado de México, de salvaguardar la dignidad, honra póstuma de toda persona que pierda la vida, así como garantizar el acceso a la justicia a terceros debido a prácticas ilícitas cometidas por tanto servidores públicos, como ciudadanos. Por ende, nuestra propuesta atiende lo observado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, eliminado la taxatividad que prevalecía en la redacción invalidada, reincorporando el artículo 227 Bis y adicionando la fracción XVI del artículo 335 correspondiente al delito de abuso de autoridad, ambos en el Código Penal del Estado de México.
	Eso es cuanto y agradezco a todos mis compañeros de mi fracción por su apoyo y, por supuesto, a la comisión que hoy está atendiendo esta iniciativa.
	Muchísimas gracias y muy buenas tardes.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Gracias diputada, Luz María Hernández Bermúdez.
	Pregunto a las diputadas y los diputados si desean hacer uso de la palabra.
	Si no fuera así, diputadas y diputados… La diputada Juanita Bonilla. Adelante, diputada Juanita.
DIP. JUANA BONILLA JAIME. Me parece acertada la propuesta. Yo creo que ya era hora de que se legislara y se revisara esta parte, porque hay que tener y conservar el derecho, la honra de los cadáveres. Es decir, la exposición de los cadáveres de las mujeres, niñas, niños, adolescentes es evidente de que se divulgan o se divulgaban hasta como un asunto, como le llamamos nosotros ahí, de mayor poder de atracción o de morbo o una serie de calificativos que se puedan verter. (Inaudible) constancia y, sobre todo, el caso más de los servidores públicos, porque son los primeros que están en el lugar de los hechos; por ejemplo, los primeros respondientes, que son servidores públicos y que llegan al lugar de los hechos para tomar, al final de cuentas, conocimiento y proceder de manera pronta en las investigaciones. Por eso creo que es prudente.
	Aquí nada más el asunto es, en este caso, es de mujeres, niñas, niños, adolescentes, por supuesto. ¿Qué va a pasar con los demás cadáveres de los adultos? Todos tenemos circunstancias y hay exposición tanto de hombres, mujeres, niños, niñas, adolescentes. Se dio más por el caso de Ingrid, eso está claro, por eso lo felicito.
Yo nada más, bajo esta circunstancia, quisiera saber si de una vez, dado que la intervención de la diputada María Luisa tiene o ingresaron una iniciativa similar, si se van a empatar las dos cosas para que nos quede subsistente una propuesta similar y no quede subsistente de manera legislativa. Esa es la inquietud y la pregunta que yo haría, y por supuesto que estaremos nosotros, como Movimiento Ciudadano, haciendo llegar nuestros comentarios de manera escrita, por supuesto que a ambas propuestas, a la de la diputada Luz Ma., y si se va a ver la de la diputada Maria Luisa del Partido Verde, pues también que se conjunten y, al final de cuentas, se haga ya como muy integral el estudio.
Sería nada más el asunto y el comentario, diputado Presidente.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Gracias, diputada Juanita.
Pregunto si alguna diputada o diputado desea hacer otro comentario. Si no fuera así, pues los comentarios de las tres diputadas coinciden en el sentido de un análisis en conjunto, pero la solicitud que hizo el Grupo Parlamentario del Verde fue hacia la Junta de Coordinación Política, y entonces el procedimiento es que nosotros como comisión vamos a informar a la Junta de Coordinación Política y que ellos nos puedan calendarizar en el sentido de poner en el análisis de lo que se está solicitando, de acuerdo a la última propuesta y comentario que hace la diputada Juanita, así como lo solicitó la diputada María Luisa y, desde luego, la iniciativa que presenta en el sentido la diputada Luz María.
	Si fuera así, compañeras, compañeros diputados, si estamos de acuerdo para que en una próxima reunión se nos pudiera convocar, de acuerdo al calendario que elaboren en la Junta de Coordinación Política. ¿Estaríamos de acuerdo, diputadas y diputados?
DIP. MARÍA LUISA MENDOZA MONDRAGÓN. Sí, diputado. Muchas gracias.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Gracias, diputada María Luisa.
	Entonces, diputadas y diputados, continuamos con el orden del día, por favor, diputado Secretario.
SECRETARIO DIP. RIGOBERTO VARGAS CERVANTES. Claro que sí, diputado Presidente. Las participaciones y los asuntos del orden del día han finalizado.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Registre la Secretaría la asistencia a la reunión.
SECRETARIO DIP. RIGOBERTO VARGAS CERVANTES. Ha sido registrada la asistencia a la reunión, diputado Presidente.
PRESIDENTE DIP. GERARDO ULLOA PÉREZ. Gracias, diputado Rigoberto.
	Se levanta la reunión de la Comisión Legislativa de Procuración y Administración de Justicia, siendo las catorce horas con veintitrés minutos del día miércoles veinte de septiembre de dos mil veintitrés, y se pide a sus integrantes estar atentos a la próxima convocatoria.
	Muy buenas tardes a todas y todos.
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